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Las mayores controversias surgen cuando existe familia extensa dispuesta a acoger a los niños, y por contra se 
decide apartarlos de su entorno familiar y confiar su custodia a una familia que nada tiene que ver con la propia, o 
bien internarlos en un centro residencial.

1.6.2.4.1 Acogimiento familiar

Una vez que la administración asume la tutela de un menor ha de orientar sus actuaciones a que éste sea acogido 
por su familia extensa. De no ser esto posible por una familia ajena, y en última instancia, de fallar estas opciones, se 
optaría por su internamiento en un centro residencial. A lo expuesto se une la obligatoriedad que los menores de tres 
años sean acogidos por una familia y no internados en un centro, todo ello conforme a la modificación que introdujo 
la Ley 26/2015, también de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia.

Y no siempre resulta fácil hacer efectivos estos principios de intervención. Es frecuente la oposición de la 
familia a tales decisiones, dándose también el caso de disputas entre distintas ramas familiares por el 
acogimiento de un menor. 

En estos casos, el Ente Público ha de cumplir escrupulosamente con las garantías que marca el procedimiento 
administrativo en que se sustenta la resolución administrativa por la que finalmente se constituye el acogimiento 
familiar, aportando al expediente los informes y resto de documentación que sustentan y motivan la decisión final, 
siempre orientada al interés superior del menor.

En este contexto es frecuente recibir quejas de familia extensa, sobre todo abuelos, solicitando que se les 
confiera el acogimiento familiar de sus nietos (quejas 17/4698, 17/4096, 18/1558). 

En cuanto a qué se debe entender por familia extensa nos lo planteaba una prima de la madre de un menor. Se 
quejaba de que la Administración no la considerara familia extensa a los efectos de acogimiento familiar. 

Sobre este particular hubimos de remitirnos a lo establecido en el artículo 3, del Decreto 282/2002, de 12 de 
noviembre, sobre Acogimiento Familiar y Adopción, que entiende por familia extensa aquella en la que existe una 
relación de parentesco por consanguinidad o por afinidad hasta de tercer grado, entre el menor y los solicitantes 
de acogimiento (tíos y abuelos), y familia ajena aquella en la que no exista la relación de parentesco referida, siendo 
así que con los primos de la madre el parentesco es por consanguinidad de quinto grado.

Fuera de los casos de «familia extensa», el Decreto 282/2002, sobre Acogimiento Familiar y Adopción, pretende 
evitar los acogimientos u adopciones ad hoc, o lo que es lo mismo, los acogimientos o las adopciones “a la 
carta”, para lo cuál se establece un procedimiento administrativo en el que se valora el ofrecimiento de las familias 
para un acogimiento u adopción en abstracto, sin referencias a un menor en concreto (queja 18/2175).

Sobre esta cuestión resulta de interés destacar la reclamación de la 
plataforma de asociaciones de familias acogedoras por el hechos de que 
aún no se haya actualizado el contenido de la Ley 1/1998 de los Derechos y la 
Atención al Menor en Andalucía para adaptarla a las modificaciones operadas en 
la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, como 
consecuencia de la aprobación de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia; y por la Ley Orgánica 
8/2015, de 22 de julio, también de modificación del sistema de protección a la 
infancia y a la adolescencia.

En la reunión que mantuvieron en la sede de esta Institución solicitaron mayor compromiso del Gobierno andaluz 
con el acogimiento familiar en detrimento de medidas de acogimiento residencial, al ser este un principio inspirador 
de la legislación en materia de protección de menores. Se lamentaban de que existieran criterios dispares a la hora 
de acometer medidas de acogimiento familiar entre diferentes provincias, y también denunciaban problemas de 
gestión presupuestaria de las ayudas correspondientes al acogimiento remunerado.

“Evitar los 
acogimientos 

a la carta”
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Nos hicieron partícipes de algunas dificultades en la relación de las asociaciones que integran la plataforma con 
los respectivos Entes Públicos provinciales y de la dificultad que encuentran para denunciar irregularidades ante el 
temor de las familias a perjudicar a los menores que tienen acogidos.

Por nuestra parte, indicamos que la intervención de la Institución siempre va orientada a buscar vías de 
entendimiento y consenso, razonando nuestras resoluciones, y les animamos a poner en nuestro conocimiento 
las irregularidades que pudieran conocer para que en clave constructiva pudiéramos trasladar las mismas a la 
Administración para su solución o mejora.

También les indicamos la posibilidad de acudir a nosotros en solicitud de mediación ante la administración, 
mostrándonos una acogida muy favorable a esta nueva opción de intervención de la oficina del Defensor del Pueblo 
Andaluz (queja 18/2979).

En relación con las incidencias que acontecen con las distintas modalidades de acogimiento, destacamos 
las actuaciones tras la publicación de la nueva reglamentación aprobada por la Consejería de Igualdad y Políticas 
Sociales (Orden de 26 de julio de 2017), reguladora de la remuneración de los acogimientos familiares. 

Recibimos queja denunciando que dicho reglamento discrimina a la familia extensa respecto del acogimiento 
en familia ajena, lo cual entra en contradicción con los principios extraídos de leyes estatales y autonómicas de 
preservación, siempre que fuera de posible, de los vínculos familiares y de primar el acogimiento en familia extensa 
sobre el acogimiento en familia ajena.

De manera especial se quejaba de la exclusión de compensación económica a la familia extensa que acogiese 
a un menor de forma temporal; también de la inexistencia de previsión de acogimientos, en la modalidad de 
especializado, en familia extensa; y por último, de la carencia de ayudas económicas para las familias que colaboran 
con centros de protección, acogiendo temporalmente a menores, o colaborando en salidas o actividades.

Tras conocer los pormenores de la queja, la Dirección General de Infancia y Familias reconoció el error cometido en la 
mencionada Orden de 26 de julio de 2017, al omitir de forma involuntaria la prestación económica a las familias extensas 
acogedoras de forma temporal de menores, y que por ello se estaba tramitando la correspondiente corrección de 
errores para su publicación en el BOJA. Y en cuanto a asunto planteado relativo a familias colaboradoras con centros de 
protección, se reconoce que en la actualidad la comunidad autónoma no tiene regulada ninguna prestación económica 
para apoyar a estas familias, hecho que no se descarta conforme esta modalidad se vaya consolidando (queja 17/4612).

1.6.2.4.2 Acogimiento residencial

El Ente Público de Protección de Menores dispone de una red de centros residenciales donde atiende las 
necesidades de aquellos menores sobre los que ejerce su tutela y sobre los que no se ha considerado favorable 
ceder su guarda y custodia a alguna familia, sea esta extensa o ajena. 

En este apartado incluimos las quejas que refieren controversias respecto del devenir del internamiento en 
centros residenciales de los menores tutelados por la Administración, tanto referidas a su estado de conservación 
y funcionamiento, como a los conflictos de convivencia que pudieran surgir en los mismos.

Sobre este particular debemos resaltar las actuaciones realizadas en relación con el funcionamiento del centro 
residencial de protección de menores “Carmen de Michelena”, de Jaén capital, tras la denuncia de un 
ciudadano señalando que se venían produciendo determinados incidentes y altercados que provocaban molestias 
a la vecindad, ello además de reflejar un aparente descontrol y desgobierno del recurso, cuyas pautas de 
funcionamiento debieran semejarse a las de un hogar familiar.

De la problemática de este centro ya nos ocupamos en ejercicios anteriores, y pudimos constatar las medidas que en el 
tiempo había ido adoptando el Ente Público para su solución, las cuales, si bien en un principio tuvieron efecto positivo, 
a la postre se demostraron ineficaces ante la consolidación de deficiencias e irregularidades cada vez de mayor gravedad.
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